Carátula 


(Ingresa a Sala la delegación de la Agrupación ex -Obreros y Familiares Textil Ferrés) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Hacienda del Senado tiene el agrado de recibir a la 
delegación de la Agrupación ex Obreros y Familiares Textil Ferrés integrada por los señores Alcides 
Labarrueta, Elsa Sánchez, Ruben Pressa, Martha Gladys Caballero, Celia Gladys Blanco, Norberto 
Arana, Carlos Orrego y Gustavo Rodríguez. Les adelantamos que no disponemos de más de quince o 
veinte minutos para escucharlos debido al trabajo que ha debido abordar la Comisión en la tarde de 
hoy. 


SEÑOR PRESSA.- Agradecemos que nos reciban y lamentamos la escasez de tiempo, pero más allá 
de que todos los integrantes de la Comisión tienen el material que hemos preparado y de que hemos 
conversado con varios de ustedes, es importante la instancia verbal. Aprovecharemos al máximo, 
entonces, los tiempos que se nos han establecido ahora. 


A esta altura no estamos haciendo un pedido, sino planteando una exigencia a la nueva 
Legislatura que nos está representando hoy en día. ¡Qué paradoja! Estamos a una semana de que se 
cumplan 37 años de una huelga general, y los que entonces estuvimos de un lado y otro del mostrador, 
gracias a la democracia por la que en aquel momento luchamos, hoy podemos conversar acá, con y 
sin acortes de tiempo, pero planteando las cosas como debe ser: cara a cara, tal como lo hicimos en 
los despachos de todos ustedes. Y así hemos venido haciéndolo desde la Legislatura anterior; digo 
más: desde los años negros de la dictadura, cuando éramos perseguidos. 


Hablando del movimiento obrero, parece que ese tema ha caído en el olvido. Desde la 
histórica huelga general del 27 de junio, cuando se disolvieron las Cámaras y un grupo de gente fue 
perseguida, los que quedamos plantados enfrentando a la dictadura fuimos los integrantes del 
movimiento obrero. Y ese movimiento obrero fue disgregado, porque sufrimos despidos sin reparación 
alguna, fuimos perseguidos, tuvimos que permanecer en la clandestinidad y, en algunos casos, 
llegamos al extremo del exilio, aunque hubo otras situaciones que todos conocemos y que fueron más 
penosas y difíciles. La historia fue cambiando y hubo reparaciones como, por ejemplo, restituciones a 
nivel público, aunque luego siguió la lucha. Los señores Senadores saben bien cuáles han sido 
nuestros pasos y cómo se logró la Ley N* 18.033, siempre hablando de presos y exiliados. Como 
movimiento logramos quedar incluidos a último momento, el 2 de setiembre, en el inciso C) del artículo 
1% de esta Ley, como despedidos por razones gremiales por prueba fehaciente lo que, aparentemente, 
significó una reparación. De acuerdo con la Ley N* 18.033, se formó una Comisión Especial en el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, pero lo cierto es que la reparación mencionada no existió. 
¿Por qué digo esto? Porque aun cuando la ley estipuló cuatro prestaciones básicas que a octubre de 
2006 ascendían a $ 6.000, los compañeros que superaban esa suma quedaban fuera. Las viudas que 
habían conseguido una jubilación por la actividad que hubieran tenido o por alguna pensión -algunas 
de ellas están presentes- percibían un porcentaje, es decir, $ 4.200. También hubo compañeros que 
lograron insertarse en la actividad laboral durante épocas negras y a aquellos que percibían menos de 
$ 6.000 se los reparó con $ 1.000 o $ 2.000 hasta completar esa suma. A quienes no habían logrado 
desempeñar ninguna actividad laboral se les dio una jubilación. 


Sé que el tiempo es escaso y voy a ser breve porque hay dos compañeros que también 
quieren hacer uso de la palabra, pero debo decir que se trata de una historia negra que sabemos ha 
conmovido a algún integrante de esta Comisión como, por ejemplo, a la señora Senadora Dalmás, que 
la integraba en la Legislatura pasada, aunque no quiero dar nombres propios. 


Punta Yeguas fue un lugar clave y la Textil Ferrés le vino bien a la Secta Moon. Así fue que 
desaparecimos todos; éramos 105 y con el tiempo algunos logramos reubicarnos, pero otros, además 
del despido, sufrieron la pérdida de la vivienda porque existían algunas en los viejos saladeros. No solo 
se trata de que nuestra historia sea conmovedora sino que, en realidad, no fuimos tenidos en cuenta, 
aunque tratamos de ampararnos en el movimiento obrero. 


Los informes de la Comisión Especial formada por la Ley N* 18.033 indican que además de 
los presos y exiliados se anotaron 164 obreros. Del total de despedidos se pudieron ubicar 43, algunos 


están en el exterior y otros desaparecieron. A su vez, hay 9 compañeros de Juan Lacaze y otros que 
trabajaron en tallercitos aislados que existían en aquel momento. Estoy hablando de los años 1973, 
1974 y 1975, momentos en los que fueron echados y no consiguieron comprobantes fehacientes. En 
definitiva, de 164 compañeros que se anotaron en la Comisión Especial, solamente fuimos amparados 
-no reparados- por esta ley 43 de los nuestros y 9 de Juan Lacaze, es decir que estamos hablando de 
un grupo minúsculo. 


Ante estas carencias de los 43 compañeros, hay que tener en cuenta que hay 4 a los que no 
les dieron nada, algunas viudas a las que solo les dieron $ 200 o $ 300 y otros que recibieron mil y 
pocos pesos, por lo que hoy en día estamos ante una cifra total de $ 150.000 mensuales para las arcas 
del Ejecutivo. Ahora estamos planteando lo que tiene que ver con la ley anterior, es decir, la Ley N* 
18.596 de octubre de 2009 y reclamando lo mismo que estamos diciendo ahora. Lo cierto es que 
fuimos incluidos a medias y como reparación se agrega a aquellos que fuimos jubilados por la Ley 
N* 18.033 con $ 2.061, como una prestación básica, una partida adicional. Esto implica que no se 
ampare a las viudas y a aquellos compañeros que superaron el límite de $ 6.000 por una diferencia de 
$600 o $ 1.000. Si hubo una reparación de cuatro prestaciones básicas y ahora se da una más, 
estaríamos en cinco y estos compañeros tendrían que estar comprendidos. Más allá de los montos, 
aquí lo principal no es el dinero, porque lo que importa es la reparación en sí. En otros casos, el Estado 
ha destinado cifras muy superiores a situaciones que son contempladas por esta misma ley y la 
anterior. Aclaro que no nos gusta hacer diferenciaciones porque sabemos los padecimientos que 
enfrentaron los presos y los exiliados, pero también hay que tener en cuenta nuestra situación. Tal 
como lo dijimos hace seis años -y ahora lo reiteramos- no nos gustó que se establecieran categorías A, 
B y C y que se nos siga diferenciando. 


En lo que tiene que ver con el Banco de Previsión Social, queríamos saber cómo figura la 
partida adicional en nuestras liquidaciones. De 43 personas que fuimos amparadas pero no reparadas, 
solamente 12 están cobrando los $ 2.000 adicionales. Aclaro que estoy haciendo referencia a la partida 
adicional dispuesta por la Ley N* 18.596 y que cuando preguntamos al BPS sobre la liquidación, se nos 
dijo que la partida se daba porque, como era época electoral, no podía figurar como aumento. A su vez, 
quisimos saber cómo podría afectar esto frente a un aumento general de las pasividades y se nos dijo 
que se calculaba un 10% sobre la jubilación básica y que la partida adicional aumentaría cuando se 
incrementara la prestación básica. Para nosotros es una reparación, pero parece que caben dudas. Si 
se trata de una reparación, seguimos insistiendo con que le corresponde a todos, incluso a algunos 
integrantes de nuestro grupo que son menores de 60 años -lamentablemente hay tres de 
ellos que tienen problemas de salud- y que deben ser reparados porque no tienen nada. 


En síntesis, destaco que hemos acudido a todos los ámbitos posibles para plantear nuestra 
situación. Hemos conversado con algunos Legisladores, les hemos dado material, el martes pasado 
estuvimos en la Comisión de Seguridad Social de la Cámara de Representantes y hemos conversado 
también con algunos señores Senadores que no integran esta Comisión. A su vez, también 
conversamos con la Vicepresidenta del BPS, con la Secretaria de Seguridad Social, Ivonne Pandiani y 
con la secretaria del señor Ministro Brenta para solicitar una entrevista. Queremos saber en qué 
situación está todo esto en el BPS porque esto es el resultado de una resolución adoptada a partir de 
la Ley N* 18.033, que determina no contemplar a las viudas y demás. Nos preguntamos qué tipo de 
reparación se está dando cuando se establece que es incompatible con cualquier otra prestación. 
Estamos hablando de personas que generaron este derecho porque las viudas tienen su jubilación o su 
pensión y los compañeros que lograron insertarse en la actividad laboral tienen su jubilación por los 
aportes que hicieron. En síntesis, no nos dieron, sino que nos quitaron. 


No estamos hablando de que se elabore una nueva ley porque sabemos que es algo costoso 
y lleva mucho tiempo, pero sí nos referimos al artículo 14 de la Ley N* 18.596, en el que hay cláusulas 
que se pueden modificar, logrando que se contemplen las necesidades de este pequeño grupo del 
movimiento obrero. 


Muchas gracias. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Retomando la reseña histórica que acaba de hacer mi compañero, quiero decir 
que todo lo que en la ley no se dice puede ser objeto de negociación. Concretamente, me refiero a la 


Ley N* 18.596, relativa a las personas jubiladas por la Ley N* 18.033. 


Aspiramos que los señores Senadores, en consulta con las autoridades del Banco de 
Previsión Social, fijen criterios para que se comprenda un universo más amplio, porque este 
Organismo, a la hora de aplicar la ley, siempre adopta un criterio restrictivo. Además, pretendemos que 
aquellas personas que aún no se han jubilado y están amparadas por la Ley N* 18.033, tengan acceso 
a la unidad básica de prestación y que también esto se haga extensivo a las viudas, teniendo en 
cuenta que sus esposos -nuestros compañeros fallecidos- vivieron las mismas vicisitudes que nosotros 
y generaron el mismo derecho. Como bien dijo el compañero, creo que no se trata de un universo tan 
amplio como para no tenerlo en cuenta. 


Por otra parte y con relación a los compañeros menores de edad, cabe señalar que otras 
leyes posteriores a la Ley N* 18.033 también recogieron la aspiración de que en lugar de acogerse a la 
jubilación a los 60 años, lo pudieran hacer a los 55. Es más: esa posibilidad se planteó en oportunidad 
de tratarse la Ley N* 18.596 a nivel de la Comisión de Constitución y Legislación del Senado. Si los 
señores Senadores se remiten a las versiones taquigráficas correspondientes, advertirán que, de 
alguna forma, se habló de contemplar a ese grupo de personas que, por pocos años, no llegaban a los 
60. Creo que el rango de edad aproximado es de 54 a 59 años; ignoramos las circunstancias que luego 
llevaron a que esto no se concretara. De todas maneras, reitero que esto consta en versiones 
taquigráficas, que dan fe de que este tema fue tratado. 


Por último, pedimos a los señores Senadores -no sé si denominarlo como un gesto de buena 
voluntad- que se pongan en contacto con los representantes del Banco de Previsión Social a fin de 
analizar la posibilidad de ampliar el rango al que aludimos anteriormente, para lo cual, a nuestro juicio, 
no es necesario que se promulgue ley interpretativa o enmienda alguna. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Quiero decir que cuando se dictan leyes reparatorias, se debe 
definir una política en ese sentido y, más allá de que quede un universo dentro y otro fuera, siempre se 
podrá avanzar para solucionar las inequidades e injusticias que se puedan generar. 


Si bien a lo largo de este tiempo hemos estado recibiendo varias delegaciones con las que 
abordamos este tema -en esto creo representar el sentir de todos los miembros de la Comisión- en 
este caso específico me voy a referir a lo que nuestros visitantes vinieron a plantear que, si no me 
equivoco, tiene que ver con la interpretación que el Banco de Previsión Social hace del artículo 14 de la 
Ley N* 18.596, en cuanto a si integra o no la pasividad. En caso afirmativo, va a tener un régimen de 
aumento diferente al que tendría si no la integrara. Tal cual está redactada esa norma, hace mención a 
la naturaleza “reparatoria”, pero como este término es muy amplio, quizás sería bueno lo que se 
plantea -en consulta con el BPS- y que en lugar de ser indemnizatorio por los daños, tenga carácter de 
reparatorio restitutivo. Esto sería así teniendo en cuenta los dos conceptos de reparación a las víctimas 
de terrorismo de Estado: indemnización por daños y restitución o recomposición de carrera. La 
redacción del texto no aclara si se trata de una reparación por restitución que integre la jubilación o de 
una indemnización por daños. Según la interpretación que el Banco de Previsión Social le ha dado, se 
trata de una partida de indemnización por daños y, por lo tanto, al ser diferente de la jubilación 
especial, la cobran aquellos que accedieron a ella con 60 de edad y 10 años trabajados, al amparo de 
la Ley N* 18.033. Como ya lo hemos adelantado, creemos necesaria una modificación legislativa, no 
solo para este aspecto puntual, sino también para encontrar una solución al marco global de universos 
que quedaron fuera de la reparación, considerando los avances logrados con la Ley N* 18.596. Todavía 
quedan universos por solucionar, y estamos trabajando para terminar con estas inequidades, pero 
quiero centrarme en la interpretación de este reclamo puntual. Según se ha manifestado, para ceder 
ese derecho a las viudas o a los causahabientes, es necesario definir qué naturaleza tiene esa partida, 
que nuestros visitantes aspirarían a que pasara a formar de la jubilación especial y de las pensiones en 
su Caso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Desde que el país recuperó la democracia, ha habido instancias que se han 
ido complementando en la reparación de aquellos que fueron afectados. Creo que ese proceso ha 
tenido una continuidad y se han logrado avances. Como bien ha dicho el señor Senador López 
Goldaracena, han existido algunas restricciones que se han ido levantando de a poco, pero todavía 


quedan algunas por levantar para seguir avanzando; estamos abiertos en ese sentido, porque la 
normativa sobre estas situaciones no ha sido estática. 


Considero que lo que propone el señor Senador es de recibo y la Comisión, si el señor 
Senador Da Rosa está de acuerdo, podría comenzar a analizar esta interpretación con el Banco de 
Previsión Social. 


SEÑOR DA ROSA.- Pienso que para poder avanzar en la interpretación de las normas, principalmente 
en el sentido que se pretende dar a su alcance, sería importante invitar a las autoridades del Banco de 
Previsión Social a los efectos de que nos brindaran su visión sobre este tema -porque sabido es que 
solo puede llegar hasta ciertos límites, que son impuestos por la ley- antes de introducir alguna 
modificación al proyecto de ley. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Como sabrán, frente al rango de la ley, tradicionalmente y por formación, el 
Banco de Previsión Social adopta un criterio restrictivo. Quizá dentro del rango que permite la ley 
podamos ser contemplados sin necesidad -no quiero pasar por encima de la interpretación del señor 
Senador López Goldaracena, que es abogado- de elaborar una ley interpretativa, solo como gesto de 
buena voluntad por parte del Banco de Previsión Social. Estamos hablando de gente que fue 
amparada, pero no reparada ni indemnizada de ninguna forma. Frente a esas circunstancias, no creo 
equivocado considerar la posibilidad de brindar al menos esta unidad básica de prestación que prevé el 
artículo 14 de la Ley N* 18.596, sobre todo a las viudas, quienes gozan del beneficio generado por el 
esposo que, en su momento, vivió las mismas vicisitudes que nosotros. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Deseo efectuar una aclaración que considero por demás 
importante. 


Estoy totalmente de acuerdo con la propuesta del señor Senador Da Rosa. Tal como está 
redactado el artículo 14, solo aplica por mandato de la ley para aquellas personas que se hayan 
jubilado de acuerdo con determinado artículo de la Ley N* 18.033. Por ende, el Banco de Previsión 
Social no puede extenderlo por sí solo, porque existe una ley que mandata que esa partida únicamente 
incrementa determinadas jubilaciones; para hacer una extensión se requerirá de una modificación 
legislativa. Por lo tanto, lo que manifestaba hace unos instantes -y creo que era el espíritu del señor 
Senador- es que si se le da naturaleza jubilatoria, es completamente diferente a que sea una partida 
adicional; no sé si me explico. Tal como está redactado el artículo 14, puede no quedar claro -y da un 
margen de maniobra para el Banco de Previsión Social- si es parte o no de la jubilación. Insisto, lo que 
tengo absolutamente claro es que esa partida no se puede aplicar a otra situación si no existe una 
modificación legislativa. 


Esto es cuanto quería aclarar. 


SEÑOR PRESSA.- Cuando visitamos la Comisión de Legislación del Trabajo de la Cámara de 
Representantes nos encontramos también con la consulta al Banco de Previsión Social y queremos 
informarles qué fue lo primero que hicimos. El Banco de Previsión Social fue encomendado por el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y ahí arranca la historia vieja. Tenemos ejemplos concretos de 
compañeros amparados en la Ley N* 18.033 y de plazos que se fueron prorrogando. Cuando nos 
encontramos con sus liquidaciones, resulta que eran del año 2006, es decir que faltaban dos años. 
Consultamos y se nos respondió que así se habían aprobado en la Comisión. O sea que tanto la Ley 
N* 18.033 como la Ley N* 18.596 encomendaron al Banco de Previsión Social que tomara sus 
resoluciones. A su vez, por mayoría, la comisión del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
encomendó el tema de las viudas al BPS. Evidentemente, el BPS está limitado por ley y la 
interpretación es una sola, es decir, se refiere a los jubilados. Pero hay dudas con respecto a la 
reparación y la encomienda llega desde la comisión especial para que resuelva el BPS. Por nuestra 
parte, hemos hablado con la Directora de Seguridad Social del Ministerio de Trabajo, con la secretaria 
del Ministro Brenta y con la Vicepresidenta del BPS, y estamos a la espera de una respuesta hace 15 
días. Entonces, seguimos nuestro camino y trasmitimos esta situación a todos ustedes, que son 
Legisladores y nos pueden ayudar a descifrar estas dudas que tienen que ver con la interpretación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que han quedado algunas rutas de trabajo definidas. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Creo que, al tratarse de una erogación -y teniendo en cuenta que el 
Presupuesto se está confeccionando- debería considerarse en el Presupuesto General. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Todo lo que involucra una erogación ya está implicando en qué lugar queda la 
iniciativa legislativa, pero lo que nos corresponde en este momento es definir el camino a seguir, o sea, 
hacer una interpretación junto con el Banco de Previsión Social, o la otra posibilidad legislativa. Es 
decir que las dos alternativas serán discutidas en el trabajo en Comisión. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Han sido muy amables en recibirnos. 
Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 47 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


